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1I. INTRODUCCION
La creación de las Comunidades Autónomas supuso en el 
campo de la Hacienda Pública, hacer frente a la formidable tarea 
de ceder a este nuevo nivel territorial de la Hacienda una por­
ción importante del gasto público asociado a las competencias 
transferidas.
Como consecuencia de lo anterior» tuvieron que crearse 
una serie de mecanismos de financiación/ que quedaron regulados 
en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas 
(LOFCA), de septiembre de 1980.
Todo el proceso se llevó a cabo en una época de profun 
dos cambios políticos y económicos, que lo complicaron por diver 
sas razones:
1a/ Indefinición política. El modelo conscientemente - 
ambiguo de la Constitución de 1978 dejó abiertas múltiples opcio 
nes. Todas las fuerzas políticas proclamaban la necesidad de la 
autonomía, pero cada una la entendía de diferente forma, lo cual 
exigió una serie de pactos que frenaron el proceso y originaron 
tensiones.
22/ Reforma fiscal en marcha. El proceso de cesión de 
capacidades fiscales del Estado a las Comunidades Autónomas se - 
hizo en una situación de incertidumbre, al estarse consolidando 
las nuevas figuras tributarias surgidas de la reforma fiscal de 
1978.
3s/ Elevados niveles de déficit público. La necesidad 
de frenar los crecientes niveles de déficit supuso una mayor re­
sistencia del Estado central a la cesión de medios financieros 
y su temor ante un posible agravamiento del déficit procedente - 
de la Hacienda de las Comunidades Autónomas.
242/ La distinta tipología de las Comunidades Autónomas 
(de régimen común y de régimen foral, con competencias del arti­
culo 143 de la Constitución o del 151, uniprovinciales o pluri- 
provinciales) y los diferentes ritmos de acceso a la autonomía - 
hizo que en todos los momentos existiesen problemas de muy diver 
sa índole.
5q/ Base de partida insatisfactoria, dado que la ine­
xistencia de una contabilidad analítica en el Sector Pública es­
pañol obligó al uso de la contabilidad presupuestaria para calcu 
lar el coste de las competencias transferidas.
Pese a todos los problemas apuntados, el proceso se 
llevó a cabo de forma en general satisfactoria, en un plazo de - 
tiempo breve y respetando bastante bien los principios de una - 
adecuada asignación impositiva en un sistema de varios niveles - 
de Hacienda (Musgrave, 1983, pp. 10-17 y King, 1984, pp. 199- -
243) .
Sin embargo, a la altura de 1986 la reforma del siste­
ma de financiación de las Comunidades Autónomas era una necesi­
dad ineludible, para corregir las disfunciones y problemas obser 
vados en el periodo transitorio de financiación (Libro Blanco de 
la Generalidad, 1985, pp. 61-64). Por otra parte, existían tam­
bién motivos legales para la reforma, al cumplirse el plazo de - 
cinco años desde la aprobación de los Estatutos de gran número - 
de Comunidades. Por'último, la conclusión de la Reforma Fiscal - 
en el campo de la imposición indirecta, con la entrada en vigor 
en 1 986 del Impuesto de Valor Añadido y la nueva Ley de Impues­
tos especiales tenia también una importante repercusión en el 
campo de la financiación autonómica, forzando a un retoque de és 
ta. En efecto, la desaparición del impuestó cedido de mayor capa 
cidad recaudatoria, que afectaba a todas las Comunidades (Lujo - 
recaudado en destino) y de una serie de impuestos y recargos pro
3vinciales, que afectaba a las Comunidades uniprovinciales origi­
naban un importante cambio en la financiación autonómica.
Por todo lo anterior, la aprobación por el Consejo de 
Política Fiscal y Financiera del nuevo sistema de financiación - 
autonómica en Noviembre de 1986 ha de considerarse de forma pos i 
tiva. Positivo resulta que el nuevo sistema haya sido aceptado - 
por la gran mayoría de las CC.AA., aunque a este resultado ha - 
contribuido sin duda la coincidencia de signo político de gran - 
número de Conicidades con el Gobierno central (García Añoveros, 
1966, p. 375), y que su diseño se haya hecho con "paz jurídica", 
respetando el marco de la LOFCA y los diferentes Estatutos de - 
Autonomía. Hay que resaltar además que la nueva fórmula permite 
superar los defectos del sistema provisional, en cuanto a fija­
ción anual del porcentaje de participación (lo cual daba lugar a 
tensas negociaciones), incentivación a la gestión eficaz de los 
tributos cedidos y eliminación del carácter dual del F.C.I., que 
queda además conectado con el FEDER comunitario.
Compartiendo la valoración global positiva que se ha - 
hecho del nuevo sistema de financiación autonómica (Zabalza, - - 
1987, p. 381; Medel, 1987, pp. 401-405; Castells y López Casasno 
vas, 1987, pp. 419-20 y Melguizo, 1987, p. 71) el presente traba 
jo tiene por objeto analizar desde una perspectiva critica dicho 
sistema, destacando tanto las opciones globales que se han dese­
chado en su configuración como otras cuestiones más de detalle 
que podrían haberse mejorado.
A continuación, procederemos a exponer en primer lugar 
las características principales del nuevo sistema de financia- - 
ción, para a continuación pasar a las observaciones criticas y - 
finalizar con un apartado de conclusiones.
4II. RASGOS BASICOS DEL NUEVO SISTEMA
En el nuevo sistema de financiación autonómica los re­
cursos recibidos por las CC.AA. pueden clasificarse en dos gru­
pos, según cual sea el grado de libertad de las CC.AA. para el - 
empleo de los mismos.
La mayor libertad se da respecto a la llamada financia 
ción incondicionada, que integra aquellos recursos que las CC. 
AA. pueden utilizar sin estar sujetos a restricciones.
En el bloque de financiación incondicionada nos encon­
tramos con las tasas transferidas, los tributos cedidos y los in 
gresos recibidos vía porcentaje de participación. Respecto al pe 
rlodo transitorio, no se registra ningún cambio en las tasas que 
la CC.AA. ha recibido por estar conectadas a competencias asumi­
das por las Comunidades. Dichas tasas, estaban integradas en los 
tributos propios de las Comunidades, para que, en aplicación del 
principio del beneficio, la Administración que presta los servi­
cios sea quien perciba las correspondientes tasas. En el ámbito 
de los tributos cedidos se confirma la minoración de su importe 
iniciada en 1986 con la aplicación del IVA, que supuso la desapa 
rición del Impuesto de Lujo recaudado en destino y de algunos - 
conceptos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. Ello - 
supuso una minoración en los tributos cedidos de más de un vein­
ticinco por ciento.
El nuevo sistema de financiación confirma esta situa­
ción y pospone hasta 1990 el inicio de los estudios encaminados 
a una posible cesión de la fase minorista del IVA a las CC.AA. - 
Se cede, en cambio, el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documenta­
dos a partir de 1988. Dada la reducida recaudación de este im- - 
puesto, el resultado global sigue siendo el de una minoración ne 
ta de la recaudación procedente de los tributos cedidos.
Los cambios principales en el bloque de la financia- -
5ción incondicionada se producen en el porcentaje de participa- - 
ción en los ingresos estatales. Ya se ha señalado la reducción - 
experimentada en los tributos cedidos, lo cual redunda en un - - 
aumento de la financiación recibida vía porcentaje, dado el com­
promiso del Estado de asegurar la financiación del coste efecti­
vo durante el periodo transitorio. Pero además, el nuevo sistema 
de financiación incluye en el porcentaje una serie de subvencio­
nes, consideradas recurrentes y asociadas a la prestación de los 
servicios transferidos (11.741 millones); junto con las subven­
ciones de funcionamiento de los órganos de autogobierno de las - 
Comunidades (4.929,8 millones). También (y este es uno de los - 
rasgos más destacables del nuevo sistema) pasa a formar parte de 
la cantidad a financiar vía porcentaje un 25% del Pondo de Com­
pensación Interterritorial (F.C.I.), que se integra así en la fi 
nanciación incondicionada.
Dado que la restricción inicial de entrada en el nuevo 
modelo es que ninguna Comunidad reciba una financiación inferior 
a la que percibía al final del periodo transitorio, el importe - 
inicial mínimo a financiar resulta de añadir el coste efectivo - 
de los servicios traspasados, el importe de las subvenciones de 
autogobierno y asociados a los servicios asumidos por las CC.AA. 
más el 25% del FCI, y menos el objetivo recaudatorio de los tri­
butos cedidos y las tasas conectadas con servicios traspasados.
La fijación del porcentaje, para el periodo de aplica­
ción del nuevo modelo (1987-1991) se hace en función de las va­
riables enumeradas en el articulo 13 de la LOFCA, y no por nego­
ciación anual, como se habla venido haciendo. De las variables - 
que enumera la LOFCA se han utilizado la población, la superfi­
cie, la insularidad, un Indice que recoge las unidades adminis­
trativas traspasadas, más dos variables que actúan de forma re- 
distributiva entre Comunidades, como son la pobreza relativa y - 
el esfuerzo fiscal en el IRPF. Los porcentajes de participación 
de las diferentes Comunidades sólo se revisarían de darse alguno 
de los supuestos previstos en la LOFCA. La base de aplicación -
6del porcentaje deja de ser la recaudación del Estado por los ca­
pítulos I y II de ingresos, (impuestos directos e indirectos) ex 
cluidos los tributos susceptibles de cesión a las CC.AA. y pasa 
a ser un concepto más amplio, que incluye también las cotizacio­
nes a la Seguridad Social y el desempleo. De esta forma, las Co­
munidades están más a salvo frente a variaciones coyunturales de 
la política impositiva. En sentido dinámico la variación de los 
ingresos recibidos vía porcentaje depende de la evolución de la 
base de aplicación, pero sobre ella se establece una horquilla, 
con un límite superior fijado por el crecimiento del PIB y uno - 
inferior igual a la variación registrada en los gastos equivalen 
tes del Estado.
Como conclusión respecto a la financiación incondicio­
nada de las CC.AA. durante el período definitivo, remarcar que - 
el porcentaje pasa a ser el principal instrumento de financia- - 
ción y que éste pasa a ser estable en un doble sentido; por es­
tar fijado para un período de cinco años y por estar limitada su 
evolución dentro de una banda.
Respecto a la financiación incondicionada, ya se ha se 
ñalado que el PCI se reduce al 75% de su cuantía, pasando por - 
tanto de representar el 40% de la inversión civil del Estado al 
30% de dicho importe. De esta forma se reduce la rigidez de la - 
financiación autonómica. Además, el PCI se conecta con el FEDEP. 
comunitario, de forma que aquellas regiones y territorios decla­
rados como zona asistida FEDER pueden presentar proyectos al mis 
mo hasta un 30% del importe de su respectivo F.C.I. Dichos pro­
yectos serán confinanciados con el F.C.I. de las respectivas Co­
munidades.
Las subvenciones finalistas gestionadas por las Comun¿ 
dades permanecen en la misma situación, si bien se preve que aca 
bado el periodo de implantación de los mecanismos financieros de 
la LODE las subvenciones de gratuidad de la enseñanza pasarán 
también al bloque de financiación incondicionada.
7III. LAS OPCIONES GLOBALES
III.1. La confirmación del coste efectivo
Como opción global, el nuevo sistema parte de la base 
de que ninguna Comunidad reciba una financiación inferior a la 
que obtenía en el periodo provisional. Ello supone aceptar como 
punto de partida válido el coste efectivo, con todos los defec­
tos inherentes a su cálculo (Libro Blanco de la Generalidad,
1985, pp. 38-43 y 53-54). Además de los defectos de la metodolo 
gla del coste efectivo, el proceso de cesión de competencias a 
las Comunidades Autónomas supuso una cesión desigual en el sen­
tido de que, aún computando correctamente los costes, cuando se 
cede una competencia, igual da que ésta se preste con suficien­
cia de medios materiales y personales y un adecuado despliegue 
territorial o no, en ambos casos se admite que "se ha cedido la 
competencia x". El proceso no tiene en cuenta que las Comunida­
des que reciben los traspasos a un menor nivel han de hacer un 
mayor esfuerzo para lograr una adecuada prestación del servi ­
cio. El nuevo sistema no sólo ha abandonado la tarea de definir 
el nivel mínimo de la prestación del conjunto de los servicios 
públicos fundamentales, que podría dar lugar a asignaciones es­
peciales procedentes de los Presupuestos Generales del Estado, 
sino que (como se verá más adelante) se ha abandonado también - 
la solución más modesta de tomar en cuenta la variable del défi 
cit en servicios sociales e infraestructura para la fijación - 
del porcentaje de participación. Aparte del discutible cómputo 
de los costes incluidos en el coste efectivo, no parece sufi- - 
cientemente claro que se haya procedido a una discusión sistemá 
tica y total de las partidas de subvenciones que podrían formar 
parte del coste efectivo, aunque se incluyan 11.741 millones en 
el coste efectivo por este concepto (Secretaría de Estado de Ha 
cienda, 1986, p. 29).
8III.2. Reducción de la autonomía fiscal
Una vez admitido el monto global a financiar, por aceg 
tación de la metodología del coste efectivo, el sistema aprobado 
ha optado porque la vía de financiación principal fuese el por­
centaje de participación y no los ingresos gestionados directa­
mente.
Veamos con más detalle en qué medida la Hacienda de - 
las Comunidades Autónomas permite un mayor grado de corresponsa- 
bilización y autonomía fiscal.
En el esquema de una Hacienda Federal, entenderemos - 
por corresponsabilización fiscal la actuación de cada nivel de - 
Hacienda como sujeto activo de la gestión inpositiva actuando an 
te los contribuyentes, como recaudador de los inqpuestos que tie­
ne atribuidos, pero sin capacidad normativa. Es decir, serla co- 
rresponsable en la gestión, al lado de un responsable principal, 
que gozaría de la capacidad de delimitar la estructura del im- - 
puesto. Por autonomía fiscal se entiende la capacidad de cada ni 
vel de Hacienda para decidir por si mismo acerca del origen y vo 
lumen de sus ingresos.
La existencia de estas notas características es positi 
va, dado que ayuda al correcto funcionamiento presupuestario y a 
la transparencia en los procesos de elección pública. Los ciuda­
danos pueden hacer un juicio acerca de lo que cada nivel de Ha­
cienda le exige como pagos impositivos y compararlo con los bene 
ficios del gasto público correspondiente.
Según las facultades que se confieren a cada nivel de 
Hacienda podemos distinguir tres grados de autonomía y correspon 
sabilización fiscal dentro del modelo LOFCA.
12/ Autonomía y corresponsabilización fiscal plena. 
Exige disponer de las facultades para establecer y exigir tribu­
9tos. Comprende, por tanto, la autonomía plena, la capacidad de - 
gestión y el derecho a la recaudación.
Para las CC.AA. estos requisitos sólo los reúnen los - 
tributos propios, a que hacen referencia los arts. 6, 7, 8 y 9 - 
de la LOFCA. En la práctica, son una vía de muy escasas posibili 
dades, dado que la inexistencia de vacíos tributarios priva de - 
contenido esta fuente de ingresos, al exigir el art. 6.2 de la - 
LOFCA que "los tributos que establezcan las Comunidades Autóno­
mas no podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Es­
tado" .
Así pues, el diseño de la financiación de las CC.AA. - 
excluye de forma clara esta posibilidad de plena autonomía fis­
cal .
2fi/ Una segunda opción es conceder al nivel de las CC. 
AA. la capacidad de gestión y el derecho a la recaudación pero - 
sin autonomía normativa, o con un grado muy limitado de autono­
mía normativa.
Los artículos 10, 11 y 12 de la LOFCA, junto con la - 
Ley 30/1983, de Cesión de tributos, son el soporte normativo de 
esta posibilidad.
En efecto, los tributos cedidos suponen atribuir la ca 
pacidad de gestión y el derecho a la recaudación de aquellas fi­
guras tributarias que se decida incluir en esta categoría (art. 
11 y Disposición Transitorio Tercera de la LOFCA). Sin embargo, 
aunque no existe en principio capacidad normativa alguna sobre - 
los tributos cedidos, dado que ésta se la reserva el Estado, el 
art. 12 de la LOFCA, referido a los recargos, abre de hecho esta 
posibilidad. El tipo de gravamen es el único punto susceptible - 
de ser modificado por las CC.AA. Así el tipo estatal actúa como 
"tipo mínimo" que puede ser incrementado por la Comunidad si és­
ta lo desea.
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Por otra parte, hay que admitir que puede darse en es­
te caso una cierta dosis de "ilusión fiscal", en el sentido que 
los contribuyentes identifican al nivel de hacienda que recauda 
como sujeto activo del tributo, sin percibir muchos de ellos que 
quien gestiona no posee capacidad normativa.
Esta vía si ha llegado a operar en la práctica, en lo 
que hace referencia a los tributos cedidos, con la única excep­
ción de la Comunidad de Madrid. A este respecto, es muy importan 
te tener en cuenta que la puerta de corresponsabilización fiscal 
que la LOFCA entornó en 1980, ha ido cerrándose de modo paulati­
no. Asi, la Ley de cesión de tributos no trata de las condicio­
nes para la cesión del IVA y obliga, ella misma, a la promulga­
ción de una segunda Ley de cesión si quiere hacerse efectiva es­
ta posibilidad (Disposición Adicional Segunda 2) . El nuevo siste 
ma de financiación autonómica mantiene en suspenso esta posibiljL 
dad.
Por lo tanto, con la entrada en vigor del IVA, no sólo 
no se ha dado ningún paso para su cesión, sino que al desapare­
cer el Impuesto de Lujo, el ámbito de los tributos cedidos se ha 
recortado de forma muy importante. En el misa» sentido, la nueva 
Ley de Impuestos especiales, de diciembre de 1985 configura a es 
tos impuestos de consumos específicos como tributos indirectos - 
que recaen en una sola fase, siendo ésta la primera fase de fa­
bricación, elaboración o importación de los productos sometidos 
a gravamen. Así, al cederse "los impuestos sobre consumos especl 
ficos en fase minorista", se cede a las CC.AA. el conjunto va- - 
cío. La cesión a las CC.AA. del impuesto sobre Actos Jurídicos - 
Documentados a partir de 1988 no supone una mejora significativa 
en este sentido.
Por tanto no parece justificado pedir desde el Estado 
central a las CC.AA. mayor corresponsabilización fiscal cuando - 
la evolución del sistema fiscal estatal se ha hecho de forma que 
las posibilidades de corresponsabilización fuesen paulatinamente
11
cercenadas.
III>3, El bloqueo de los recargos
La capacidad normativa limitada, referente a los tipos 
de gravamen, que puede instrumentarse vía recargos, requiere un 
análisis aparte.
La LOFCA en su articulo 12 indica claramente cuáles - 
son los requisitos para el establecimiento de los recargos auto­
nómicos .
1/ No ser deducibles de los impuestos estatales, para 
no minorar la recaudación del Estado Central.
2/ Respetar la naturaleza del impuesto sobre el que se 
establecen. Es decir, la magnitud elegida para apli 
car sobre ella el tipo del recargo debe recoger las 
características del impuesto objeto de recargo.
Con los requisitos establecidos en la LOFCA debe con­
cretarse, en primer lugar, la base de aplicación de los recar- - 
gos, que no tiene por que coincidir con base imponible del tribu­
to correspondiente. En el caso del IRPF, que debe reunir las ca­
racterísticas de personificación del gravamen y progresividad, - 
no podría aplicarse el recargo sobre la base imponible, puesto - 
que no se respetarla la progresividad del impuesto (a menos que 
el recargo se aplicara mediante una escala de tipos crecientes), 
ni se tendrían en cuenta las circunstancias personales del con­
tribuyente. Si se optara por aplicar el recargo sobre la cuota - 
Integra, la solución tampoco serla válida, dado que se estarla - 
dejando al margen la personalización del gravamen, aunque en es­
te caso si se tendría en cuenta la progresividad. Por tanto, la 
única magnitud adecuada para la aplicación de un recargo sobre - 
el IRPF serla la cuota líquida, pues sólo de este modo se respe­
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tarla la naturaleza del impuesto.
En el impuesto sobre el patrimonio, que la Ley define 
como directo y de naturaleza personal, la base liquidable apare­
ce como la magnitud más adecuada para la imposición de posibles 
recargos. En el resto de tributos cedidos no se plantean mayores
problemas para la articulación de los recargos.
Indudablemente decidir la implantación de recargos re­
quiere arrostrar una profunda dosis de impopularidad, dado que:
- Al implantarse en una época de presión'fiscal fuerte 
mente creciente, como la iniciada en 1978, la sensi­
bilización ciudadana en contra es notable.
- Los precedentes conocidos han deteriorado su imagen
(caso del fallido intento de la Comunidad de Madrid
y de los recargos municipales declarados inconstitu­
cionales) .
- Por último, su propia semántica resulta negativa, 
pues parece conectar ya con un "pecado original" de 
injusticia, agravando la cuota impositiva "justa" o 
"normal" con un "recargo" que supera ese limite con­
tributivo normal.
3/ En un último nivel tendríamos el caso del derecho a 
la recaudación, pero sin capacidad de gestión ni 
autonomía normativa.
Un supuesto de esta clase se daría si se cediese a las 
CC.AA. la recaudación del IVA en fase minorista correspondiente 
a su territorio, pero sin cederles la gestión.
De este modo, se evitarían los complejos problemas de 
gestión y los mayores costes administrativos que surgirían de -
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otro modo, dado que en este caso lo que se cede no es un impues­
to, sino una fase de un impuesto que debe gestionarse de forma - 
integrada poar las Comunidades. Admitiendo los problemas asocia­
dos a la cesión del IVA, no puede dejar de mencionarse que las - 
"dificultades técnicas, que impidieron la cesión de la fase mino 
rista del IVA a las Comunidades de régimen comün, no impidieron 
que se cediese a las de régimen foral la cesión de todas las fa­
ses.
La opción elegida ha reducido al mínimo la capacidad - 
de autonomía y corresponsabilización fiscal de las CC.AA., lo - 
cual distorsiona el proceso de elección pública (King, 1984, pp. 
229-230, Bosch y Escribano, 1986, pp. 19-20).
Por último, en el orden de gestión no parece haber tam 
poco especiales problemas, dado que todos los tributos suscepti­
bles de recargo, salvo el IRPF, son tributos cedidos, por lo - - 
cual la propia Comunidad Autónoma, que gestiona el tributo, ges­
tionaría igualmente el recargo. En el caso del IRPF, no parece - 
que, en el marco de la proclamada coordinación entre la Hacien­
da estatal y la autonómica, deban presentarse obstáculos a que, 
para minimizar los costes de administración y cumplimiento, la - 
Hacienda central recaude el recargo y ceda luego su producto a - 
las CC.AA., al igual que en su día se hizo con los recargos muni 
cipales.
Sin embargo, en el nuevo sistema de financiación se - 
pospone para el futuro la concreción del procedimiento que faci­
lite la gestión y recaudación de los recargos que las Comunida­
des puedan establecer sobre la cuota líquida del IRPF (Secreta­
ría de Estado de Hacienda, 1986, p. 33. Consejo de Política Fis­
cal y Financiación, 1986, p. 45).lo cual supone un bloqueo de es> 
ta vía sumado lo anterior a la no cesión del IVA minorista, que 
al no ser impuesto cedido no es susceptible de recargo, lleva a 
reducir al mínimo el grado de autonomía y corresponsabilización 
fiscal de las CC.AA. Ello ha convertido al porcentaje de partici^
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pación en el eje sobre el cual pivota la financiación autonómi­
ca, máxime al haberse incluido en el porcentaje un 25% del F.C. 
I.
III.4. El caso de las Comunidades unlprovinclales
Otra de las opciones tomadas fue la de considerar sólo 
como tipologías diferentes de cara a la financiación el de las - 
Comunidades del artículo 143 (asunción de competencias comunes) 
y las del artículo 151 (competencias comunes más educación, prin 
cipalmente). Un tercer caso, no contemplado como tal en el dise­
ño del nuevo sistema de financiación, es el de las Comunidades - 
Autónomas uniprovinciales.
Como es sabido, la peculiaridad en materia de financia 
ción de las Comunidades uniprovinciales deriva del hecho de que 
su presupuesto resulta de la consolidación del presupuesto resul 
tante de las competencias asumidas como tal Comunidad Autónoma - 
con el derivado de las competencias procedentes de la extinguida 
Diputación provincial. De la doble procedencia de sus fuentes de 
ingresos se han derivado dos graves problemas para las Comunida­
des uniprovinciales.
18/ En cuanto Comunidades Autónomas, para ellas el eos 
te efectivo de las competencias asumidas ha estado más cercano - 
al rendimiento de los tributos cedidos que en el resto de comuni 
dades. Ello ha motivado que para las comunidades uniprovinciales 
el efecto financiero haya sido menor que para las pluriprovincia 
les, (con excepción de Aragón)', salvo en el caso aparte de la Co 
munidad de Madrid, en la cual no opera la cesión de tributos, 
tal como se desprende de las cifras del cuadro nfi 1.
22/ La entrada en vigor del impuesto sobre el valor 
añadido a comienzos de 1986 surpimió, entre otros, una serie de 
tributos provinciales, como el recargo provincial del ITE.
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CUADRO N2 1





Efecto financiero cooo % 
de la financiación total
ANDALUCIA 170.664 5.828,9 3,41
ASTURIAS 8.089,4 40,3 0,49
CANTABRIA 4.226,3 77,8 1,84
RIOJA 2.974,4 48,5 1,63
MURCIA 5.585,9 24,4 0,43
VALENCIA 79.347,9 2.059,7 2,59
ARAGCN 16.758 247,6 1,47
CASTILLA-LA MANCHA 20.883,2 585,3 2,80
CANARIAS 44.639,7 1.493,5 3,34
EXTREMADURA 11.765,3 335,3 2,84
BALEARES 4.260,8 20,7 0,48
MADRID 30.287,5 1.143 3,77
CASTILLA-LEON 34.342,8 865,9 2,52
FUENTE: Presupuestos Generales del Estado 1986 y elaboración propia.
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El comportamiento dinámico de este re,arnft
- recargo, que supo­
nía una importante fuente de ingresos para las Diputacione
vinciales, contrasta con la congelación desde I98fi ■. Pr°”
las compen
saciones estatales por su supresión (1). -
Evidentemente, admitir como caso aparte el de las co 
munidades uniprovinciales exigirla, para evitar un agravio compa 
rativo, el acometer simultáneamente la reforma de las Haciendas" 
Locales. Una solución como la apuntada en el último proyecto de 
reforma de la financiación local (2) permitirla unir el porcenta 
je de participación de la Comunidad con el de la Diputación y ra 
cionalizar el esquema de ingresos de las Comunidades uniprovin­
ciales.
III.5. Las asignaciones para asegurar un nivel mínimo en la - -
prestación de servicios públicos esenciales
El diseño de la financiación autonómica que se hizo en 
la LOFCA contemplaba dos mecanismos de solidaridad entre regio­
nes. Uno de ellos estaba destinado a nivelar las diferencias de 
renta y desarrollo económico entre las distintas regiones, y se 
instrumentó a través del FCI, aprobado por la Ley 7/1984 de 31 - 
de marzo. Las disfunciones derivadas del FCI (García Añoveros, -
1986, pp. 384-385) tratan de corregirse en el nuevo sistema con 
el traspaso del 25% de su importe hacia la financiación incondi­
cionada recibida vía porcentaje.
Un segundo mecanismo de solidaridad, que no llegó a 
funcionar en absoluto durante el periodo transitorio, fueron las 
asignaciones especiales procedentes de los Presupuestos Genera­
les del Estado destinadas a asegurar un nivel mínimo en la pres­
tación de los servicios públicos esenciales. Para hacer operati­
vo este instrumento financiero es necesario, en primer lugar, 
definir cuales son los servicios públicos que se consideran esen 
ciales. Esta tarea no se ha realizado todavía, aunque existen al
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gunas propuestas sobre ese punto (Trebolle, 1986, p. 461).
En segundo lugar, si por el nivel mínimo de prestación 
de los servicios se entiende, como dice la LOFCA "el nivel medio 
de los mismos en el territorio nacional", nos encontraremos con 
salvo que se dé una coincidencia de valores sobre la media, 
qU!' instrumento de financlaclSn tendría que funcionar permanen- 
t e m e n t e P o r  ello, lo razonable parece referir el nivel medio a 
„  ,.do v £ijar una norma en este sentido al Igual que -
hace”para los tributos cedidos. En periodos amplios de tiempo 
p o d r í a  revisarse el nivel de prestación de los servicios fijado
como norma,
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IV. ANALISIS CRITICO DEL NUEVO SISTEMA
IV. I. LA DEFINICION DE LAS VARIABLES DEL PORCENTA.tv. n„ ™ rTTrT 
PACION ’ ’ ” ~
El resultado global del nuevo sistema de financiación 
autonómica es un incremento de 52.121 millones en los fondos re­
cibidos por las quince Comunidades de régimen común via porcenta 
je de participación.
Una forma de interpretar este resultado es considerar 
óptimo-paretiano al nuevo sistema, en el sentido de que todas - 
las Comunidades reciben algo más que con el antiguo sistema, no 
viendo ninguna de ellas disminuidos sus ingresos. Otra perspecti 
va, igualmente válida, es indagar qué Comunidades son las más be 
neficiadas por el nuevo sistema. Dado que una de las premisas de 
partida del modelo es que ninguna Comunidad vea reducidos sus - 
fondos, el ejercicio se convierte ahora en indagar . cuáles van
a ser las variables que determinen el porcentaje de participa- -
\
ción, que es el principal mecanismo del nuevo sistema de finan­
ciación. Según qué variables sean las elegidas, será una u otra 
Comunidad la principal beneficiaria del nuevo aporte de fondos. 
Obviamente la perspectiva ya no es óptimo-paretiana, sino la de 
un juego de suma cero, en el que aparecen ganadores (y perdedo­
res) que serán respectivamente, las Comunidadés que logren que - 
se recoja con fuerte peso (o no) aquellas variables en cuyo ran­
king están bien situadas.
El articulo 13 de la LOFCA regula de forma genérica el 
porcentaje de financiación en el período definitivo, dejando un 
amplísimo margen de maniobra.
Con arreglo a él, en la negociación del porcentaje de­
be decidirse:
1q/ Las variables elegidas, puesto que además de las -
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expresamente enumeradas se admite que puede haber 
otras.
2s/ El Indice concreto para medir cada una de las va­
riables.
32/ El peso otorgado a cada una de ellas, es decir; - 
su ponderación a la hora de determinar la financia 
ción total recibida vía porcentaje.
En este punto, hay que señalar que de los seis crite­
rios que la LOFCA menciona para la fijación del porcentaje de - 
part ic ipac ión:
- Coeficiente de población.
- Coeficiente de esfuerzo fiscal en el IRPF.
- Aportación de la Comunidad a las cargas generales, - 
del Estado.
- Relación inversa de la renta de la Comunidad respec­
to al resto de España.
- Indice de déficit de servicios sociales e infraest­
ructuras de la Comunidad.
- Relación de los costes por habitante de los servi- - 
cios sociales y administrativos transferidos para el 
territorio de la Comunidad Autónoma y para el conjun 
to del Estado.
De estos Indices, sólo tres han sido recogidos para la 
determinación del porcentaje de participación en el nuevo siste­
ma de financiación autonómica (población inversa de la renta y 
esfuerzo fiscal en el IRPF).
Además, a ellos han sido añadidos otra variable no men 
cionada en la LOFCA, tales como las unidades administrativas - - 
(asignando a esta variable un valor 0,5 por provincia y por Comu 
nidad Autónoma) , la superficie y la insularidad. En el caso de -
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las Comunidades del artículo 151 la financiación de las competen 
cias de educación se hace en función de las mismas variables (ex 
cluyendo las unidades administrativas), referidas a las Comunida 
des de ese grupo.
Nos encontramos con que, de las nuevas variables añadi 
das para determinar el porcentaje de participación, en el caso - 
de las competencias comunes, dos de ellas son redundantes con - 
xas variables utilizadas para el reparto del Fondo de Compensa­
ción Interterritorial (superficie e insularidad).
Con ello, y si tenemos en cuenta que la inversa de la
renta de la Comunidad entra también en el reparto del F.C.I. se
está potenciando la correlación entre ambas vías de financia- 
ción, lo cual resulta especialmente ventajoso para ciertas Comu­
nidades.
De otro lado, tener en cuenta conjuntamente la superfi 
cié y la insularidad significa admitir que la mera extensión te­
rritorial en Km2 no es un indicador satisfactorio, para medir - 
los costes de prestación de ciertos servicios transferidos. Sin 
embargo, hay que echar en falta en este punto la presencia de - 
otras características orográficas que inciden también de forma - 
notable en el coste de los servicios. Si se toma la superficie - 
según estratos de pendiente de ciertas comunidades, tales como - 
Galicia, Asturias o Cantabria se puede comprobar fácilmente que, 
por su orografía accidentada, los servicios de infraestructura y 
comunicaciones han de tener en ellos un mayor coste. El olvido - 
de esta variable resulta especialmente lamentable si tenemos en 
cuenta que no está recogida entre las variables del F.C.I., ca­
reciendo por tanto de peso en otros mecanismos de financiación.
Otro factor a considerar, no recogido, serla el de la 
dispersión de la población, debido a los mayores costes que sur­
gen en la prestación de servicios a una población diseminada. El 
cuadro nfl 2 recoge el número de entidades de población por Km2,
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CUADRO NS 2
FACTOR DE LA DISPERSION DE LA POBLACION EN LAS CC.AA. DE ESPAÑA
COMUNIDADES Superficie N? entidades de Entidades por
(Km2 ) población cada 100 Km^
ANDALUCIA 87.268 3.327 3
ARAGON 47.650 1.495 3
ASTURIAS 10.565 5.897 65
BALEARES 5.014 264 5
CANARIAS 7.242 916 12
CANTABRIA 5.289 973 18
CASTILLA-LA MANCHA 79.230 1.571 1
CASTILLA-LEON 94.193 5.014 5
CATALUÑA 31.930 3.296 10
EXTREMADURA 41.602 642 1
GALICIA 29.434 31.894 108
MADRID 7.995 437 5
MURCIA 11.317 1.191 10
PAIS VALENCIANO 23.305 1.316 5
RIOJA 5.034 256 5
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y muestra las amplias disparidades existentes, no recogidas en - 
el modelo.
Nótese que una racionalización económica de la LOPCA - 
darla cabida perfectamente a estas variables, puesto que la oro­
grafía, al igual que el factor de dispersión de la población y - 
la insularidad, son Indices válidos para tener en cuenta las di­
ferencias de coste en la prestación de servicios. De mucho más - 
difícil justificación resulta el Indice de unidades administrati 
vas, no conectado de forma clara con ninguna de las variables re 
cogidas en la LOFCA, ni suficiente argumentada su inclusión. La 
razón puede estribar en que esta variable guarda una estrecha co 
rrelación con el coste efectivo, especialmente en el caso de las 
competencias comunes, con lo cual su inclusión posibilita el mi­
nimizar el incremento de financiación del nuevo sistema, respe­
tando el articulo 13 de la LOFCA.
Capitulo aparte merecen las observaciones criticas que 
cabe formular sobre la variable "esfuerzo fiscal en el IRPF". En 
este caso, no serla la variable en si el objeto de la critica, - 
sino el peculiar Indice de medida elegido. En el nuevo sistema - 
de financiación el esfuerzo fiscal se define como la diferencia 
entre la aportación porcentual de la Comunidad a la cuota liqui­
da del IRPF (IRr/IRt) y el porcentaje del PIB regional sobre el 
total (PIBr/PIBt).
La primera columna del cuadro na 3 recoge los valores 
del esfuerzo fiscal asi definido para las distintas comunidades. 
Dada la definición de la variable, su papel dentro del sistema - 
pasa a ser el de redistribuir una parte de la financiación total 
(el 5% para las competencias del articulo 143, el 1,7% para las 
del 151 y el 3,08% de la financiación total), siendo aportantes 
las Comunidades en que toma valores negativos y beneficiarias 
aquéllas en que tiene signo positivo.
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CUADRO NS 3 
INDICES DE ESFUERZO FISCAL EN EL IRPF
COMUNIDAD (IR /I R ) - (PIB /PIB) 




Cataluña 0,007057 1,033 1,039
Galicia -0,013494 0,805 0,807
Andalucía -0,026594 0,815 0,807
Asturias 0,005310 1,159 1,195
Cantabria 0,000610 1,040 1,040
Rioja -0,001905 0,785 0,778
Murcia -0,007212 0,723 0,720
Valencia -0,014776 0,860 0,852
Aragón 0,005711 1,155 1,174
Castilla-La Mancha -0,012194 0,682 0,694
Canarias -0,006250 0,838 0,826
Extremadura -0,005125 0,725 0,728
Baleares -0,003545 0,853 0,848
Madrid 0,077780 1,474 1,466
Castilla-León -0,005374 0,921 0,932
FUENTE: Elaboración propia, a partir de los datos del Anexo I del documento
"Propuesta de método para la aplicación del sistema de financiación
de las Comunidades Autónomas en el período 1987-1991". Consejo de -
Política Fiscal y Financiera, 4 de Noviembre de 1986 y Renta Nacio- 
nal de España 1983 y su distribución provincial, Banco Ue Bilbao, "-
1986.
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Frente a este índice de medida del esfuerzo fiscal en 
el IRPF, sería mucho más correcto utilizar como expresión del 
esfuerzo fiscal, el resultado del cociente de la carga fiscal re 
gional y la presión fiscal nacional, (Mathews y Sweeny,1977, pp. 
94~9fi) , tomadas sobre el valor del PIB (segunda columna del cua­
dro n ü 3) o, mejor aún, sobre los respectivos PIN (tercera colum 
na del cuadro n* 3)
Es claro que el definir el esfuerzo fiscal según la ex
presión (IRr/piNr) presenta una serie de ventajas sobre las me
(IRt/ PlNt) 
didas alternativas, como sons
1Q/ Utilizar una medida más correcta teóricamente, al
estar conectada al PIN que se acerca más a la base del IRPF, que
sería la renta personal. El uso del PIB distorsiona la compara­
ción, al incluir la depreciación, que no forma parte de la base 
imponible del impuesto de renta.
Con todo, el empleo del PIB podría ser quizá admisible 
si no discriminara en contra de aquellas comunidades en las que 
el sector industrial tiene un mayor peso, siendo mayor en ellas 
la diferencia entre producto regional bruto y neto.
2fi/ Los índices de las columnas segunda y tercera evi­
tan el error de salto que se produce en la expresión (IRr/IRt) -
- (Pltí^ /PIB^ ) al pasar de valores positivos a negativos, lo cual 
convierte a las CC.AA. de receptores en aportantes de fondos.
Los otros dos índices gradúan de forma más adecuada la recepción 
de fondos, y al ser más cerrado el abanico de valores, permiti­
rían dar mayor relevancia a esta variable, y colocarla en el lu­
gar que la sitúa la LOFCA. (Recuérdese a este respecto que, si - 
bien no es obligado respetar el orden en que las variables vie­
nen enumeradas en la LOFCA, esto fue lo que se hizo para el re­
parto del FCI) .
El dar mayor relevancia a esta variable podría permi­
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tir que la mayor o menor sinceridad fiscal de los contribuyentes 
de cada región tuviese alguna repercusión en los mayores o meno­
res ingresos de la misma.
3a/ Por último, los Indices de las columnas segunda y 
tercera son fácilmente interpretables, pues según que sean mayo­
res o menores que la unidad nos indican en qué proporción la res 
pectiva Comunidad está gravada por encima o por debajo de la pre 
sión fiscal nacional.
Como resumen de la discusión anterior, y a titulo ilus 
trativo, el Cuadro na 4 ofrece una comparación entre el incremen 
to de financiación resultante del nuevo sistema de financiación 
autonómica y el que se derivarla de una propuesta alternativa - 
que repartiese el incremento de financiación inyectado al siste­
ma utilizando las ponderaciones empleadas para el reparto del F. 
C.I. y las siguientes variables:
- Población ................ .
- Esfuerzo fiscal IRPF (medido por la
IRr/PIN
expresión ................
- Dispersión de la población..... .
- Superficie.......................
IV.2. La evolución de la financiación vía porcentaje
El análisis anterior hace referencia a los factores 
que determinan el porcentaje de participación inicial de dicha - 
comunidad. Dado que, salvo los supuestos excepcionales previstos 
en la LOFCA (asunción de nuevas competencias, modificaciones sus 
tanciales en el sistema fiscal estatal o cesión de nuevos tribu­
























































































































































































































































































































































cinco años, al cabo del cual será revisable la evolución durante 
dicho período de los recursos recibidos vía porcentaje dependerá 
de la base de aplicación. En este punto, el nuevo sistema de fi­
nanciación rompe con la práctica anterior, y la base de aplica­
ción dejan de ser los impuestos estatales directos e indirectos 
excluidos los susceptibles de cesión.
Se define como nueva base un concepto más amplio deno­
minado ingresos tributarios ajustados estructuralmente (ITAE, en 
adelante). ITAE es el resultado de agregar a los impuestos esta­
tales no susceptibles de cesión (excluidos los recursos de la - 
CtE) las cotizaciones a la Seguridad Social y las cotizaciones - 
por desempleo. Esta sustitución merece un juicio positivo, pues­
to que los ITAE tienen en cuenta la financiación del Sector Pú­
blico tomada en su conjunto. En efecto, un agente cada vez más - 
importante de las Administraciones públicas como es la Seguridad 
Social, tiene una financiación específica, a cargo de las cotiza 
ciones sociales, recibiendo el resto de sus ingresos vía aporta­
ciones estatales.
El intento de fomentar el empleo y la competitividad - 
exterior de nuestros productos, reduciendo las cotizaciones y - 
aumentando las transferencias estatales, que proceden de los im­
puestos, llevaría a que parte de los aumentos recaudatorios, pro 
cedentes de impuestos, se desviasen hacia las Comunidades Autóno 
mas. Por el contrario, si la política de financiación del Sector 
Público elegida fuese la opuesta (aumentar las cotizaciones y re 
ducir los impuestos) , las Comunidades sufrirían una merma en sus 
ingresos vía porcentaje.
La fórmula ITAE recoge de forma adecuada la sustituibi 
lidad que existe entre impuestos y cotizaciones, y deja a salvo 
la financiación autonómica de la opción fiscal elegida para fi­
nanciar la Seguridad Social.
Por tanto, ITAE asegura, en sentido dinámico un marco
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más estable para la financiación autonómica (3) . La estabilidad 
de la fórmula ITAE se refuerza aún más al establecerse topes de 
crecimiento de ITAE supera el crecimiento del PIB, la financia­
ción vía porcentaje crecerá, como máximo, a la misma tasa que la 
del incremento del PIB.
Por otra lado, si el incremento de ITAE está por deba­
jo del incremento de los llamados "gastos equivalentes del Esta­
do" (Secretarla de Estado de Hacienda, 1986, pp. 22-23), se ase­
gura que el crecimiento de la financiación vía porcentaje será - 
igual al de los gastos equivalentes del estado. Con todas las - 
salvaguardias mencionadas, no parecen existir temores acerca de 
futuros "efectos financieros", en ningún sentido.
IV.3. Solidaridad y financiación incondicionada
Como ya se ha mencionado, entre las variables socioeco 
nómicas utilizadas para la negociación del porcentaje de partici 
pación existen dos que actúan de forma redistributiva, dada la - 
formulación concreta elegida. Una de ellas es el esfuerzo fiscal 
(ya estudiado) y otras es el índice de pobreza relativa, defini­
do como la diferencia entre cocientes (Nr/Nt - PIBr/PIBt), donde 
Nr y representan la población de la respectiva Comunidad y la 
población total, y PIBr y PIBt tienen el significado ya visto en 
el índice de presión fiscal.
Cabe preguntarse cuál es la razón para introducir, en 
el reparto de la financiación incondicionada, dos variables que 
no distribuyen fondos entre CC.AA., sino que redistribuyen una - 
parte de los fondos totales entre Comunidades.
Dicha razón puede descansar en el deseo de dar entrada 
al principio de solidaridad entre regiones a la hora de distri­
buir la financiación incondicionada.
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Esta es la opinión de Zabalza, que refiriéndose al ín­
dice de esfuerzo fiscal y al de probreza relativa, considera que 
"Estos elementos, que a primera vista podrán parecer ajenos al - 
reparto de recursos destinados a cubrir el coste de los servi- - 
cios transferidos, están sin embargo plenamente justificados en 
un sistema de financiación de carácter solidario" (Zabalza, - -
1987, p. 377).
Una objeción de principio a esta medida viene dada por 
el hecho de conferir un carácter dual a la financiacón vía por­
centaje, al encomendársele el logro de la suficiencia y la soli­
daridad. Trasladaríamos así de sitio un problema que antes apare 
cía en el fondo de Compensación Interterritorial. Con todo, el - 
problema carecería de importancia si la aplicación de las varia­
bles produjese un resultado aceptable, en términos de solidari­
dad.
Curiosamente, los dos índices citados operan en direc­
ción contraria para la mayoría de CC.AA., con lo cual el resulta 
do final neto de su aplicación es el que aparece en el cuadro n* 
5. Dicho resultado no resulta fácil de explicar en términos de - 
solidaridad, dado que es la Comunidad de Madrid la que aparece, 
con clara diferencia, entre las regiones receptoras netas de fon 
dos (9.057 millones). Por el lado contrario, nos encontramos que 
como aportantes netos aparecen Galicia (2.365 millones), Casti­
lla-La Mancha (675 millones) y Andalucia (371 millones, lo cual 















Cataluña -8.156,61 2.449,35 -5.707,26
Galicia 2.318,13 -9.230,28 -2.365,38
Andalucía 8.858,89 -9.230,28 -371,39
Asturias -263,93 987,81 750,88
Cantabria -98,09 113,47 15,38
La Rioja -302,76 -354,38 -657,14
Murcia 287,86 -1.341,64 -1.053,78
Valencia -295,86 -5.128,47 -5.424,33
Aragón -506,12 1.062,41 556,29
Castilla-La Mancha 1.592,51 -2.268,43 -675,92
Canarias 163,37 -2.169,25 -2.005,88
Extremadura 2.200,50 -953,39 1.247,11
Baleares -1.033 -659,47 -1.692,47
Madrid -5.411,93 14.469,34 9.057,41
Castilla-León 950,37 -999,72 -49,35
Fuente: Elaboración propia, a partir de las ecuaciones y los datos del docu­
mento Propuesta de método para la aplicación del sistema de financia­
ción de las Comunidades Autónomas en el período 1987-1991.
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V. CONCLUSIONES
El nuevo sistema de financiación autonómica supone - 
más bien una respuesta satisfactoria a los problemas que venia 
arrastrando la financiación autonómica durante el periodo tran 
si torio que el paso a un modelo realmente nuevo, en el que fun 
cionen todos los instrumentos previstos en la LOFCA.
En su haber debe de anotarse, por tanto, el haber eli 
minado los siguientes problemas:
1fi/ Se acaba la época de los "porcentajes deslizan--
tes" y de los "efectos financieros", y se alcanza la estabili­
dad en la participación en los tributos no cedidos, lográndose 
también una flexibilidad dinámica merced a topes fijados a la 
evolución del ITAE.
2fi/ Se confirma la norma recaudatoria respecto a los 
tributos cedidos, permitiendo a las Comunidades disfrutar de - 
los mayores recursos procedentes de una buena gestión tributa­
ria .
3a/ Desaparece la dualidad y rigidez del F.C.I., al - 
t.asar a financiación incondicionada el 25% de su importe. Tam­
bién mejora su eficacia merced a su conexión con el FEDER.
4fi/ Se racionaliza*la marcha del proceso autonómico, 
al haber entrado a la vez todas las Comunidades de régimen co­
mún en el nuevo sistema.
Junto a estos indudables logros, el nuevo sistema ado 
lece del defecto de dejar para el futuro un gran número de ta­
reas pendientes, que podrían haberse abordado, como son:
1fi/ Dotar de mayor contenido a la autonomía financie­
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ra de las CC.AA. En este sentido no sólo no se ha avanzado, si 
no que incluso se ha retrocedido respecto a la situación ante­
rior. Se ha recortado de forma importante el ámbito de los - 
tributos cedidos, con la supresión del impuesto de lujo y de - 
algunos conceptos de transmisiones patrimoniales. El recorte - 
es aún mayor en las comunidades uniprovinciales, en las que - 
hay que añadir el recargo del ITE y el canon de energía eléc­
trica. A lo anterior se añade que no sólo se posponen a 1990 - 
los estudios para la cesión de la fase minorista del IVA, sino 
que se bloquean los recargos sobre dicha figura impositiva, al 
igual que el del IRPF, en espera del desarrollo de una normati 
va estatal previa.
2 a / Se aplaza una vez más, sin fecha de compromiso, - 
el inicio de los estudios necesarios para la puesta en funcio­
namiento de las asignaciones especiales encaminadas a asegurar 
un nivel mínimo de prestación de los servicios públicos funda­
mentales. La tarea que la Disposición Adicional 3fl.1 de la LOF 
CA encomendaba (en 1980) al INE para que, en coordinación con 
los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, propor­
cionase datos sobre la dotación a nivel provincial de los ser­
vicios públicos fundamentales, ha quedado sin realizar.
3s/ Conectado con lo anterior está el hecho de omi- - 
tir, entre los criterios utilizados para la fijación del por­
centaje de participación, los déficit de servicios sociales e 
infraestructuras existentes en las distintas Comunidades, las 
diferencias de coste en la prestación de los servicios y la - 
aportación proporcional de cada Comunidad a las cargas genera­
les del Estado. De nuevo nos encontramos aquí con que lo que - 
el profesor Fuentes Quintana denominó con acierto "el oscuro - 
espejo de las estadísticas españolas” dificulta la discusión y 
búsqueda de soluciones.
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Por último, y para finalizar este apartado de conclu­
siones, vamos a hacer algunas reflexiones sobre dos aspectos - 
que se ha argumentado que constituyen algunas de las principa­
les ventajas del nuevo sistema. Esos dos aspectos son que el - 
nuevo sistema asegura a todas las Comunidades el mantenimiento 
de, al menos, una financiación igual a la que recibían en el - 
periodo anterior y que el resultado del nuevo sistema es posi­
tivo, dado que reduce el abanico en los valores de la financia 
ción per cápita entregada a las distintas Comunidades.
Respecto al primero de ellos, la restricción de entra 
da en el nuevo sistema, su resultado es echar siete llaves so­
bre el coste efectivo, colocando en situación de ventaja a - - 
aquellas CC.AA. en las que concurre alguna de las siguientes - 
circunstancias.
- Que hubiesen negociado mejor el coste efectivo du­
rante el proceso de cesión de competencias (dado - 
que las insuficiencias de la contabilidad presupuejs 
taria hicieron que el coste efectivo fuese más bien 
"negociado" que "determinado" con arreglo a reglas 
claras de cálculo.
- Que hubiesen recibido las competencias traspasadas 
en mejores condiciones de dotación de medios y de - 
despliege territorial de éstos.
Ya se ha hecho anteriormente mención a que la cesión 
de competencias supuso un proceso de cesión de lo desigual, en 
el sentido de que cederles la misma competencia a dos Comunida 
des Autónomas no supone transferirles algo equivalente. Si a - 
esto unimos que los mecanismos de nivelación de servicios pú­
blicos no han funcionado en el pasado y tampocp van a hacerlo 
con el nuevo sistema, la conclusión es que con el nuevo siste­
ma se retrocede en el aspecto de la solidaridad regional (Me-
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del, 1986, p. 403).
Respecto al acercamiento en la financiación per cápi- 
ta, este dato por si mismo no indica que en las distintas Comu 
nidades el acceso de los ciudadanos a los servicios públicos - 
vaya a guardar la misma relación.
En cuanto a los demandantes de los servicios públi- - 
eos, los ciudadanos de cada región, al tener el carácter de 
bienes mixtos (y no bienes públicos puros) la mayoría de los - 
servicios prestados con las Comunidades, los distintos niveles 
de renta per cápita posibilitan un diferente acceso a los mis­
mos, por la mayor disponibilidad de los de renta más elevada - 
para adquirirlos en el mercado. El Cuadro n& 6 muestra como - 
las diferencias entre el PIB per cápita son más amplias que - 
las existentes en la financiación per cápita. Asi, Cataluña - 
que goza de un PIB per cápita superior en un 25% a la media de 
las Comunidades del articulo 151 tiene una financiación infe­
rior a la media en menos del 12%, mientras que Andalucía tiene 
un PIB per cápita inferior a la media en más del 20% y su fi­
nanciación per cápita excede a la media en menos del 15%. In­
cluso se da el caso anómalo de Galicia, que con un PIB per cá­
pita inferior en un 11,5% a la media, recibe una financiación 
per cápita ligeramente inferior a la media de su grupo - 
(99,98%), o de Canarias, que tiene un PIB y una financiación - 
por encima de la media. Aunque las cifras de financiación per 
cápita corresponden al año 1987 y las de PIB al año 1983, los 
datos posteriores disponibles apuntan hacia una agudización de 
las diferencias regionales de renta (Véase "Estimación del ere 
cimiento del PIB por Comunidades Autonómas. Año 1986", Papeles 
de Economía, nfi 32, 1987).
Por el lado de la oferta de los servicios públicos a 
cargo de las CC.AA., no se tienen en cuenta los diferentes eos 
tes en la prestación de los servicios, que pueden ser mayores
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CUADRO Ng
FINANCIACION Y RENTA PER CAPTTa pxt r . „  _




Financiación per cápita 
35.803






MEDIA COMUNIDADES Art. 151 40.601 541.316
ASTURIAS 14.021 575.999
CANTABRIA 14.858 573.922
LA RIOJA 19.339 676.239
MURCIA 12.941 523.669
ARAGON 19.354 597.930





MEDIA COMUNIDADES Art. 143 16.862 572.162
FUENTE: Elaboración propia. Los datos de población y de PIB corresponden a 
1983 y proceden del INE. Los datos de financiación autonómica pro­
ceden de la Dirección General de Coordinación con las Haciendas Te 
rritoriales, y se refieren a la previsión para 1987.
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en regiones con geografía accidentada que reciben financiación 
por debajo de la media (Galicia, Cantabria y Asturias).
Desgraciadamente, y como ya se ha mencionado, no se - 




(1) Los artículos 56.6 de la Ley 46/1985 de 27 de Diciembre de 
Presupuestos Generales del Estado para 1986 y 59.6 de la - 
Ley 21/1986 de 23 de Diciembre de Presupuestos Generales - 
del Estado para 1987 disponen la congelación de la compen­
sación a las Diputaciones por los tributos suprimidos por 
el IVA.
(2) Artículos 120 y 133 del Anteproyecto de Ley de financia- - 
ción de las entidades locales, Madrid, febrero, 1987.
(3) Hay que señalar que la fórmula ITAE procede de la reformu­
lación de la propuesta inicial de la Administración Cen- - 
tral, que proponía un concepto más amplio para aplicar el 
porcentaje, designado como Ingresos Tributarios Ajustados 
Temporal y Estructuralmente (ITATE) que sería:
ITATE® I - (ASS + AD) + (D - CF)
1= Ingresos tributarios del Estado, excluida la aportación 
de España a la Comunidad Europea.
ASS* Aportación del Estado a la Seguridad Social.
AD= Aportación estatal al desempleo.
D= Déficit del ejercicio.
CF= Cargas financieras del ejercicio, derivado de la finan 
ción de déficit anteriores.
El uso de ITATE hubiese representado un claro perjui. 
ció para las Comunidades, puesto que, por lo que respecta 
al ajuste temporal (D-CF), deberían sufrir la merma deriva 
da de las cargas financieras precedentes de déficit ante­
riores, que en su día no se incluyeron en la base de apli­
cación del porcentaje. Todo ello, además, en un momento en 
el cual un objetivo central de la política económica es la 
reducción del déficit público, por lo cual la cantidad a -
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agregar por este concepto será cada vez menor.
Además, se hace participes forzosas a las CC.AA. de 
la forma de financiar los déficit de periodos anteriores, 
puesto que si el mecanismo de financiación hubiese sido la 
emisión de dinero, no se hubiesen derivado de ellos cargas 
financieras.
Por lo que respecta a los elementos de ajuste estruc 
tural -(ASS + AD), su evolución previsible futura apunta - 
también a un decrecimiento de la base de aplicación del 
porcentaje. Como es sabido, los crecientes costes del des­
empleo, por un lado y las crecientes aportaciones estata­
les a la Seguridad Social, para no incrementar las cotiza­
ciones y penalizar el empleo (que constituyen un eje no - 
desmentido de la política económica) arrojan una resultan­
te de disminución de la base del porcentaje.
Por último, señalar que la fórmula ITATE cambia lo - 
dispuesto en la LOFCA, puesto que supone más bien una par­
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